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Panel integrado por su presidente, el Juez Sánchez Ramos, el Juez 

Candelaria Rosa, el Juez Pagán Ocasio, el Juez Vázquez Santisteban 
y la Jueza Reyes Berríos1 

 
Pagán Ocasio, Juez 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de abril de 2021. 

I. 

 El 2 de noviembre de 2020, el señor Víctor Quiñones Ruiz 

(señor Quiñones Ruiz o el recurrente), quien se encuentra confinado 

bajo la custodia del Departamento de Corrección y Rehabilitación 

(DCR), presentó, de forma pauperis, un recurso que intituló Moción 

Referente a Notificarle al Honorable Tribunal sobre Problema con los 

Medicamentos. Aunque el señor Quiñones Ruiz no incluyó un 

señalamiento de error, resulta palmario que recurre de una 

determinación mediante la cual el DCR resolvió que éste no cumplía 

con los diagnósticos médicos aprobados por la FDA2 para el uso del 

medicamento Neurontin (o Gabapetin).   

 En atención al recurso de revisión judicial, el 17 de noviembre 

de 2020, emitimos una Resolución en la cual autorizamos al 

recurrente a litigar en forma pauperis. En vista de que de los 

 
1 Mediante orden administrativa DJ 2019-187E de 29 de septiembre de 2020 y 

entrada en vigor el 1 de octubre de 2020, se modifica la composición del panel.  
2 Federal Drug Administration.  
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documentos incluidos en el apéndice del recurso no surgían las 

fechas en que fueron emitidos y notificados, ordenamos al DCR 

someter los documentos que acreditaran fehacientemente las 

fechas.  

 El 8 de diciembre de 2020, el DCR presentó una Moción en 

Cumplimiento de Resolución, con la cual acompañó copia del 

expediente administrativo núm. MA-64-20. El 27 de enero de 2021, 

le ordenamos exponer su posición con relación al recurso de revisión 

judicial, en un término de quince (15) días. El 11 de febrero de 2021, 

el DCR presentó su Escrito en Cumplimiento de Resolución. En el 

mismo, argumentó que la Resolución recurrida es correcta, 

razonable y adecuada y está basada en el expediente administrativo 

del recurrente. 

 Con el beneficio de la postura de ambas partes, 

pormenorizaremos los hechos atinentes al recurso de marras. 

II. 

 El 3 de febrero de 2020, el recurrente presentó una Solicitud 

de Remedio Administrativo3 ante la División de Remedios 

Administrativos del DCR. La misma fue recibida por la agencia el 13 

de febrero de 2020 e identificada con el alfanumérico MA-64-20. El 

señor Quiñones Ruiz alegó que, dado a sus condiciones de salud, 

utilizaba el medicamento Neurontin 600mg y que el personal del 

DCR le informó que ya no le darían más el medicamento porque no 

había dinero para obtenerlos. Por lo que, en la Solicitud de Remedio 

Administrativo pidió que le siguieran proveyendo el medicamento. 

Adujo que el medicamento era parte del tratamiento médico 

ordenado por los especialistas que lo atienden, para aliviar los 

fuertes dolores de espalda que sufre.  

 
3 Página 4 del apéndice de la Moción en Cumplimiento de Resolución. 
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 El 6 de julio de 2020, notificada al recurrente el 19 de agosto 

de 2020, el DCR emitió la Respuesta al Miembro de la Población 

Correccional4. El DCR indicó al señor Quiñones Ruiz que, al 

momento de responder la solicitud de remedio administrativo, éste 

tenía activo el medicamento.  

 En descuerdo, el recurrente presentó una Solicitud de 

Recon[s]ideración.5 Arguyó que no era cierto que el medicamento 

estaba activo y que le proveyeron los medicamentos Baclofen 10mg 

y Tylenol en sustitución de la Neurontin 600mg. Esgrimió que los 

medicamentos sustitutos no aliviaban sus dolores de espalda y que 

necesitaba la Neurontin. 

 El 24 de septiembre de 2020, notificada el 29 de septiembre 

de 2020, el DCR emitió Respuesta de Reconsideración al Miembro de 

la Población Correccional6. Mediante ésta, denegó la solicitud de 

reconsideración del recurrente, dado que personal del DCR dialogó 

con el Dr. Víctor Rodríguez y éste informó que el recurrente no 

cumplía con los diagnósticos aprobados por la FDA para prescribirle 

el medicamento que solicita. 

 Inconforme, el señor Quiñones Ruiz presentó el recurso ante 

nos. Alegó que hace más de diez años que utiliza el medicamento 

Neurontin 600mg, debido a que sufre de unos fuertes dolores en la 

espalda baja. Arguyó que el Dr. Joan M. Rodríguez Soto, Director de 

Médico del DCR, Región de Ponce, ordenó que ningún médico 

recetara el medicamento Neurontin porque la compañía que le 

brindaba los medicamentos estaba gastando mucho dinero y no 

tenían presupuesto. Sostuvo que la orden del Director iba en contra 

del acuerdo de transacción en el caso Morales Feliciano y otros v. 

Fortuño Burset y otros, USDC-PR Civil Núm. 79-4 (PJB-LM) del 13 

 
4 Páginas 8-9, íd. 
5 Páginas 10-11, íd. 
6 Páginas 12-14, íd.  
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de diciembre de 2012, ante la Corte Federal para el Distrito de 

Puerto Rico. Adujo que le recetaron otros medicamentos, pero que 

no le alivian el dolor. 

 En su Escrito en Cumplimiento de Resolución, el DCR alegó que 

procedía concluir que la respuesta fue adecuada y que la agencia no 

actuó arbitraria, ilegal o irrazonablemente. Por ello, solicitó que 

confirmemos la determinación recurrida.  

III. 

 La Ley Núm. 38-2017, conocida como la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico (LPAU), 

establece el alcance de la revisión judicial de las determinaciones de 

las agencias administrativas.7 A tenor con la citada Ley y la 

jurisprudencia aplicable, la revisión judicial consiste, 

esencialmente, en determinar si la actuación de la agencia fue 

dentro de las facultades que le fueron conferidas por ley y si la 

misma es legal y razonable. Rolón Martínez v. Supte. Policía, 201 

DPR 26, 35 (2018); T–JAC v. Caguas Centrum Limited, 148 DPR 

70 (1999).  Sobre el particular, es norma de derecho reiterada que 

los foros revisores han de conceder gran deferencia y consideración 

a las decisiones de las agencias administrativas, dado a la vasta 

experiencia y conocimiento especializado sobre los asuntos que le 

fueron delegados.8 Graciani Rodríguez v. Garage Isla Verde, 202 

DPR 117, 126 (2019); Rolón Martínez v. Supte. Policía, supra, 

pág. 35; Mun. de San Juan v. Plaza Las Américas, 169 DPR 310, 

323 (2006); Hernández Álvarez v. Centro Unido, 168 DPR 592, 

615–616 (2006).  Conforme a ello, los tribunales deben ser 

cautelosos al intervenir con las decisiones de los organismos 

 
7 3 LPRA sec. 9601 et seq. 
8 Recordemos que los tribunales debemos “dar gran peso y deferencia a las 

aplicaciones e interpretaciones que hagan las agencias con respecto a las leyes 
y reglamentos que administran”. DACo v. Toys “R” Us, 191 DPR 760, 765 

(2014) (Sentencia); Asoc. Fcias. v. Caribe Specialty et al. II, 179 DPR 923, 

940 (2010). Véase, además, Rolón Martínez v. Supte. Policía, 201 DPR 26 

(2018). 
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administrativos. Metropolitana, S.E. v. A.R.P.E., 138 DPR 200, 

213 (1995); Viajes Gallardo v. Clavell, 131 DPR 275, 289–290 

(1992). 

Por las razones antes aludidas, las decisiones de las agencias 

administrativas están revestidas de una presunción de regularidad 

y corrección. Rolón Martínez v. Supte. Policía, supra, pág. 35; 

García v.  Cruz Auto Corp., 173 DPR 870 (2008); Vélez v. A.R.Pe., 

167 DPR 684 (2006); Rivera Concepción v. A.R.P.E., 152 DPR 116, 

123 (2000). La presunción de corrección que acarrea una decisión 

administrativa deberá sostenerse por los tribunales a menos que la 

misma logre ser derrotada mediante la identificación de evidencia en 

contrario que obre en el expediente administrativo. E.L.A. v. P.M.C., 

163 DPR 478 (2004); Misión Ind. P.R. v. J.P., 146 DPR 64, 130 

(1998); A.R.P.E. v. Junta de Apelaciones Sobre Construcciones 

y Lotificaciones, 124 DPR 858 (1989).   

Al momento de revisar una decisión administrativa el criterio 

rector para los tribunales será la razonabilidad en la actuación de la 

agencia. Rebollo Vda. de Liceaga v. Yiyi Motors, Motor Ambar, 

Inc., 161 DPR 69 (2004).  Hay que determinar si la agencia actuó de 

forma arbitraria, ilegal, o de manera tan irrazonable que su 

actuación constituyó un abuso de discreción. Rolón Martínez v. 

Supte. Policía, supra, pág. 35; Asociación de Vecinos 

Tulip/Monteverde, Inc. v. Junta de Planificación, 171 DPR 863 

(2007); Marina Costa Azul v. Comisión, 170 DPR 847 (2007).  Cfr. 

Morales Tañón v. AEE, 193 DPR 544, 550 (2015) (Sentencia). 

Al hacer ese análisis el tribunal debe considerar los siguientes 

criterios:  

(1) si el remedio concedido por la agencia fue 
apropiado; (2) si las determinaciones de hecho que realizó la 
agencia están sostenidas por evidencia sustancial que obra 
en el expediente administrativo visto en su totalidad, y (3) si, 
mediante una revisión completa y absoluta, las conclusiones 
de derecho del ente administrativo fueron correctas. Rolón 
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Martínez, supra, págs. 35-36. Véase, además, Pagán 
Santiago et al. v. ASR, 185 DPR 341, 358 (2012). 

 

La evidencia sustancial ha sido definida como “aquella 

[evidencia] pertinente que una mente razonable pueda aceptar como 

adecuada para sostener una conclusión”. Ramírez v.  Depto. de 

Salud, 147 DPR 901, 905 (1999). Nuestro Tribunal Supremo ha 

expresado que los tribunales no deben intervenir o alterar las 

determinaciones de hechos de un organismo administrativo “si las 

mismas están sostenidas por evidencia sustancial que surja del 

expediente administrativo considerado en su totalidad.” Otero 

Mercado v. Toyota de P.R. Corp., 166 DPR 716 (2005); Domingo 

Talavera v. Caguas Expressway Motors, Inc., 148 DPR 387 

(1999).  La parte que alegue ausencia de evidencia sustancial debe 

demostrar que existe: 

 “[…] otra prueba en el récord que razonablemente 
reduzca o menoscabe el peso de tal evidencia, hasta el punto 
de que un tribunal no pueda concienzudamente, concluir 
que la evidencia sea sustancial [...] hasta el punto que se 
demuestre claramente que la decisión [del organismo 
administrativo] no está justificada por una evaluación justa 
del peso de la prueba” que tuvo ante su consideración. 
Metropolitan S.E. v. A.R.P.E., 138 DPR 200, 213 (1995), 
citando Hilton Hotels v. Junta de Salario Mínimo, 74 DPR 
670, 686 (1983). 

 

En otras palabras, la parte recurrente tiene la obligación de 

derrotar la presunción de corrección de los procesos y de las 

decisiones administrativas. Fac. C. Soc. Aplicadas, Inc. v. C.E.S., 

133 DPR 521, 532 (1993).  Si no demuestra que existe esa otra 

prueba, las determinaciones de hechos del organismo 

administrativo deben ser sostenidas por el tribunal 

revisor. Ramírez v.  Dpto. de Salud, ante, pág. 905. 

Sin embargo, cuando se trate de conclusiones de derecho que 

no envuelvan interpretaciones dentro del área de especialización de 

la agencia, éstas se revisarán por los tribunales sin circunscribirse 

al razonamiento que haya hecho la agencia. Rivera v. A & C 

Development Corp., 144 DPR 450 (1997).  Cuando las 
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determinaciones de las agencias estén entremezcladas con 

conclusiones de derecho, el tribunal tendrá amplia facultad para 

revisarlas, como si se fuesen una cuestión de derecho propiamente. 

Id., pág. 461. En nuestro ordenamiento jurídico, es norma reiterada 

que en el proceso de revisión judicial los tribunales tienen la facultad 

de revocar al foro administrativo en materias jurídicas. Véase, 

además, la Sec. 4.5 de LPAU, 3 LPRA sec. 9675. 

En otro extremo, el DCR atenderá las solicitudes de remedios 

administrativos, presentadas por los miembros de la población 

correccional, según se establece en el Reglamento Núm. 8583, 

conocido como Reglamento para Atender las Solicitudes de 

Remedios Administrativos Radicados por los Miembros de la 

Población Correccional9. Este Reglamento fue adoptado de 

conformidad a las disposiciones de la Ley Núm. 170 de 12 de agosto 

de 198810, y el Plan de Reorganización Núm. 2 de 2011, según 

enmendado, conocido como el Plan de Reorganización del 

Departamento de Corrección y Rehabilitación.11 Uno de los 

propósitos primordiales del Reglamento Núm. 8583 es que “toda 

persona recluida en una institución correccional disponga de un 

organismo administrativo, en primera instancia, ante el cual pueda 

presentar una solicitud de remedio, para su atención, con el fin de 

minimizar las diferencias entre los miembros de la población 

correccional y el personal[…]”.12 

IV. 

En el caso de marras, el señor Quiñones Ruiz alegó que el 

DCR le descontinuó el medicamento Neurontin 600mg, a pesar de 

 
9 Reglamento Núm. 8583 del Departamento de Corrección y Rehabilitación de 4 

de mayo de 2015. 
10 La Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 1988 fue derogada por la Ley Núm. 38-

2017, conocida como la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del 
Gobierno de Puerto Rico, 3 LPRA sec. 9601 et seq. No obstante, véase la Sección 

8.3 de la Ley Núm. 38-2017. 
11 3 LPRA Ap. XVIII. 
12 Reglamento Núm. 8583, supra, págs. 1-2. 
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tener condiciones médicas que hacen necesario su uso. Surge del 

expediente, que el medicamento fue descontinuado debido a que 

éste no cumplía con los diagnósticos establecidos por la FDA para 

su uso.  

Como mencionamos, las determinaciones de las agencias 

administrativas merecen gran deferencia, dado a su vasta 

experiencia y conocimiento especializado sobre los asuntos que le 

fueron delegados y las leyes y reglamentos que administran. 

Cónsono con ello, las decisiones de las agencias están revestidas de 

una presunción de legalidad y corrección. Le corresponde al 

recurrente derrotar dicha presunción. El Tribunal de Apelaciones no 

intervendrá salvo que se demuestre que la determinación es 

irrazonable, arbitraria o ilegal.13   

Tras un análisis objetivo, sereno y cuidadoso del expediente 

en su totalidad, concluimos que procede confirmar la Respuesta de 

Reconsideración al Miembro de la Población Correccional. El DCR 

contestó razonablemente la solicitud del recurrente.14 Surge del 

expediente administrativo que la agencia no siguió proveyéndole el 

medicamento Neurontin 600mg, ya que el recurrente no tenía 

ninguno de los diagnósticos médicos establecidos por la FDA para 

su uso.15 Empero, le brindó el medicamento Baclofen 10 mg en 

sustitución del anterior. Ahora bien, en vista del reclamo del 

recurrente, de que sus dolores persisten, el DCR deberá evaluar su 

condición y proveerle el tratamiento médico que los facultativos 

médicos entiendan necesarios para su bienestar y estabilidad.16 

 
13 Rolón Martínez v. Supte. Policía, supra, pág. 35; DACo v. Toys “R” Us, 191 

DPR 760, 765 (2014) (Sentencia). 
14 En la Respuesta de Reconsideración al Miembro de la Población Correccional, 

se marcó el encacillado estableciendo que se deniega la petición de 

reconsideración, dando una breve respuesta a los planteamientos del 

recurrente. A tenor con ello, poseemos jurisdicción para intervenir. 
15 Véase la Norma para el Uso y Ordenar Medicamento Gabapentin. Anejo II del 

Escrito en Cumplimiento de Resolución, págs. 2-6. 
16 Según se desprende del apéndice del Escrito en Cumplimiento de Resolución, en 

febrero de 2021 el señor Quiñones Ruiz tenía una cita médica programada en 

la clínica de Fisiatría. Anejo I, íd., pág. 1. Por lo que, resulta palmario que el 

recurrente está siendo atendido. 
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Adviértase que el recurrente no ha sido desprovisto de tratamiento 

médico para su condición de salud. Sólo que un medicamento fue 

sustituido por otro.  

Ante las circunstancias del presente caso, resolvemos que la 

determinación del DCR fue adecuada y razonable. No hay prueba en 

el expediente que demuestre lo contrario. Por lo cual, no debemos 

intervenir con la misma. 

V. 

 Por los fundamentos expuestos, se confirma la Respuesta de 

Reconsideración al Miembro de la Población Correccional.  

Notifíquese inmediatamente al recurrente (a la dirección que 

obra en el expediente), al Secretario del DCR y al Procurador 

General. El DCR será responsable de entregar copia de la presente 

al recurrente en cualquier institución en que extinga sentencia. 

 Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. El Juez Candelaria Rosa disiente con 

opinión escrita.  

 

 
                                            Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
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Revisión Judicial 

procedente del 

Departamento de 

Corrección y 

Rehabilitación 

 

Caso Núm. 

MA-64-20 

 

Sobre:  

Remedio 

Administrativo 

 

Panel integrado por su presidente, el Juez Sánchez Ramos, el Juez 

Candelaria Rosa, el Juez Pagán Ocasio, el Juez Vázquez Santisteban y 

la Jueza Reyes Berríos17 

 

 

VOTO DISIDENTE DEL JUEZ CANDELARIA ROSA 

 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de abril de 2021.  

Disiento respetuosamente de la Sentencia emitida por la mayoría 

en el caso de epígrafe por considerar que carecemos de jurisdicción para 

intervenir en el mismo, ya que la agencia recurrida no ha emitido su 

Resolución de Reconsideración, que es la única en el marco jurídico de 

su ordenamiento que fungiría como la determinación administrativa 

final que nos facultaría para entender en el recurso. El recurrente 

comparece de una mera “Respuesta de Reconsideración al Miembro de 

la Población Correccional” y no de una Resolución de Reconsideración. 

Al examinar tal respuesta resulta evidente que no fue el resultado de 

haber acogido la petición de reconsideración del recurrente para 

resolverla, sino la expresión espuria de una respuesta interlocutoria a 

 
17 Mediante orden administrativa DJ 2019-187E de 29 de septiembre de 2020 y entrada en vigor el 

1 de octubre de 2020, se modifica la composición del panel.  
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propósito de la cual se denegó de plano dicha petición. Me parece un 

error que la mayoría se haya sentido legitimada y equivocadamente con 

jurisdicción para intervenir en tales circunstancias.  

La Ley de la judicatura del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico de 2003 (Ley de la judicatura) delimita la facultad revisora de este 

Tribunal de Apelaciones; en lo pertinente, establece que se podrá 

recurrir ante este foro “[m]ediante recurso de revisión judicial, que se 

acogerá como cuestión de derecho, de las decisiones, órdenes y 

resoluciones finales de organismos o agencias administrativas”. Ley de 

la judicatura, Ley Núm. 201–2003, 4 LPRA sec. 24y. En nuestro 

Reglamento se encuentra una disposición similar, que limita nuestra 

jurisdicción revisora a determinaciones administrativas finales. 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones (2004), 4 LPRA Ap. XXII–B, 

R. 56. Ello resulta igualmente compatible con las disposiciones de la 

Ley de procedimiento administrativo uniforme (LPAU), en la cual 

también se establece que “[u]na parte adversamente afectada por una 

orden o resolución final de una agencia y que haya agotado todos los 

remedios provistos por la agencia o por el organismo administrativo 

apelativo correspondiente podrá presentar una solicitud de revisión ante 

el Tribunal de Apelaciones . . .”. LPAU, Ley Núm. 170 de 12 de agosto 

de 1988, 3 LPRA sec. 2172. Por tanto, de las disposiciones 

mencionadas se desprende palmariamente que para solicitar revisión 

judicial de una resolución u orden administrativa ante este Tribunal de 

Apelaciones, la parte interesada tiene que comparecer en revisión de 

una resolución u orden final.  

En la LPAU se definen a las órdenes o resoluciones finales en 

términos de que deberá incluir y exponer separadamente 
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determinaciones de hecho, si éstas no se han renunciado, conclusiones 

de derecho que fundamentan la adjudicación y la disponibilidad del 

recurso de reconsideración o revisión ante el Tribunal de Apelaciones. 

Id. sec. 2164. En armonía con tal definición, nuestro Tribunal Supremo 

ha establecido que en el ámbito administrativo “una orden o resolución 

final tiene las características de una sentencia en un procedimiento 

judicial porque resuelve finalmente la cuestión litigiosa y de la misma 

puede apelarse o solicitarse revisión”. Comisionado de Seguros de PR 

v. Universal Ins. Co., 167 DPR 21, 29 (2006); Crespo Claudio v. OEG, 

173 DPR 804 (2008).  

Al amparo del Plan de Reorganización del Departamento de 

Corrección y Rehabilitación de 2011, Plan de Reorganización Núm. 2–

2011, el Departamento de Corrección y Rehabilitación (Departamento) 

adoptó el Reglamento Núm. 8583. En el mismo dispuso que al 

presentarse una solicitud de remedio administrativo, un Evaluador 

estaría a cargo de “recopilar, recibir, evaluar y contestar la solicitud de 

remedio administrativo . . . conforme a la respuesta emitida por el 

superintendente de la institución correccional . . .”. Id. R. IV(11). Tal 

respuesta administrativa consiste en un “[e]scrito emitido por el 

Evaluador, en el cual se contesta la solicitud del remedio administrativo 

radicada por el miembro de la población correccional”. Id. R. IV(20). 

Si el confinado resulta insatisfecho con la respuesta del Evaluador, 

queda en posición de solicitar reconsideración, que reglamentariamente 

puede ser acogida o rechazada de plano, pero que al ser acogida 

corresponde a un Coordinador de la División emitir lo que el 

Reglamento Núm. 8583 denomina Resolución de Reconsideración, la 

cual se define como sigue: “Escrito emitido por el Coordinador, en el 
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cual se contesta la solicitud de reconsideración acogida, radicada por el 

miembro de la población correccional. Ésta deberá contener un breve 

resumen de los hechos que motivaron la solicitud, el derecho aplicable 

y la disposición o solución a la controversia planteada”. Id. R. IV(21).  

Me resulta evidente que, a la luz de la Ley de la judicatura, la 

LPAU, el Reglamento Núm. 8583 y la jurisprudencia de orden 

administrativo vigente, la Resolución de Reconsideración que 

corresponde emitir al Coordinador —que implica necesariamente la 

emisión de determinaciones de hechos, conclusiones de derecho y la 

disposición de la controversia planteada— es la única determinación 

susceptible de considerarse como final dentro del esquema 

administrativo de dicho Departamento y, por tanto, la única 

determinación sujeta a revisión judicial ante este Tribunal de 

Apelaciones. Por tanto, es evidente que las Reglas XIV(4) y XV(1) del 

Reglamento Núm. 8583, que permite acudir ante este Tribunal de 

Apelaciones para revisar una simple Respuesta al Remedio (en la que 

solo se contesta una solicitud de remedio administrativo) o para revisar, 

como en este caso, una mera Respuesta a la Solicitud de 

Reconsideración (en la que meramente se deniega de plano una 

solicitud de reconsideración con o sin expresión superficial que la 

acompañe al efecto) son nulas, excepto en la parte que concede treinta 

(30) días laborables al referido Coordinador para emitir su Resolución 

de Reconsideración.18 Ello, desde luego, porque permiten recurrir de 

tales respuestas sin que se emita la Resolución de Reconsideración del 

 
18 Jason O. Flores Torres v. Departamento de Corrección y Rehabilitación, KLRX201600056, 

Pueblo v. Melvin Villanueva Pérez, KLRA201601064, Juan C. González Feliciano v. Departamento 

de Corrección y Rehabilitación, KLRA201600823, Joseph W. Villalobos Marcano v. Departamento 

de Corrección y Rehabilitación, KLRA201600579, César Vega Feliciano v. Departamento de 

Corrección y Rehabilitación, KLRA201600453 y Julio Collazo Pérez v. Departamento de 

Corrección y Rehabilitación, KLRA202000336 (Opinión Disidente).   
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Coordinador, que es la determinación final de la agencia en la que se 

establecen las determinaciones de hechos y conclusiones de derecho 

que disponen concreta y finalmente de la controversia administrativa, 

lo que a su vez la hace susceptible de ser revisada judicialmente.  

Que la determinación final es la que emite el Coordinador 

mediante Resolución de Reconsideración resulta inexpugnable en el 

contexto estatutario y reglamentario del Departamento, pues, al 

margen de su imprecisa denominación semántica, es la única decisión 

que participa de los atributos que la definen como final en el proceso 

administrativo dispuesto. En la medida en que el recurrente del 

presente caso ha comparecido en revisión de una mera respuesta de 

reconsideración, en la cual se denegó su petición de plano junto a una 

insustancial expresión que no incluyó determinaciones de hechos ni 

conclusiones de derecho, estamos impedidos de asumir jurisdicción en 

su recurso pues no se presenta en revisión de una determinación 

administrativa final, sino de forma impropia de una escueta 

determinación interlocutoria.  

Por tanto, correspondía a este Tribunal declararse sin jurisdicción 

y al recurrido emitir la determinación administrativa final de la agencia, 

mediante una Resolución de Reconsideración pronunciada por el 

Coordinador en treinta (30) días laborables. Por los fundamentos 

expuestos, hubiese desestimado el presente recurso al amparo de la 

regla 83(B)(1) de nuestro reglamento. Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones (2004), supra, R. 83(B)(1). 4 LPRA Ap. II-B, R. 83(B)(1). 

 

 

 

Carlos I. Candelaria Rosa 

Juez de Apelaciones 


